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DE LA PROCEDENCIA DE LA ACCIÓN DE TUTELA PARA RECLAMAR PRESTACIONES DE LA SEGURIDAD SOCIAL.

De acuerdo con la copiosa jurisprudencia del máximo órgano de cierre en materia constitucional
, la acción de tutela no es el medio idóneo para el reconocimiento y pago de prestaciones de la Seguridad Social, pues  al versar sobre derechos de orden legal, se deben debatir ante la jurisdicción laboral o la contencioso administrativa.

Según el inciso 3° del artículo 86 de la Constitución Nacional, la acción de tutela “solo procederá cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable”.
La acción de tutela es pues subsidiaria, no alternativa o supletoria de los recursos ordinarios, pues procede cuando la persona no cuenta con otros medios de defensa judicial, cuando estos resultan ineficaces, o en aquellos eventos en que se pretenda evitar un perjuicio irremediable, como mecanismo transitorio, mientras la justicia decide.

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

ACCIÓN DE TUTELA

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Pereira, veinte de octubre de dos mil dieciséis
Acta N° 0         20 de octubre de 2016
Procede la Sala Laboral No 2 del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira a decir la impugnación formulada el señor ANA LIA POSADA ECHEVERRY  contra la sentencia proferida por el Juzgado Quinto Laboral del Circuito de Pereira el día 22 de agosto de 2016, dentro de la acción de tutela iniciado por ésta contra COLPENSIONES.

HECHOS QUE ORIGINARON LA ACCIÓN:

Indica la señora Posada de Echeverry que en la actualidad cuenta con 78 años de edad; que estuvo casada con el señor Ariel Bernal Giraldo, quien falleció el día 25 de julio de 2013, habiendo cotizado en Colpensiones un total de 618 semanas antes del 31 de diciembre de 1981.

Informar que su cónyuge, para el momento en que cumplió 60 años de edad solicitó la pensión de vejez ante el Instituto de Seguros Sociales, entidad que negó la prestación mediante Resolución No 1148 de 1º de enero de 1996, pero reconoció la suma de $820.205 a título de indemnización sustitutiva; que no obstante lo anterior, presentó solicitud de pensión de sobrevivientes ante Colpensiones, siendo negada a través del acto administrativo No GNR 12732 de 2015, decisión contra la cual formuló los recurso de reposición y en subsidio de apelación, sin éxito.

Manifiesta que debido a su avanzada edad, no se encuentra en condiciones de acudir a la justicia ordinaria para acceder a la gracia pensional que estima tiene derecho, en virtud a la condición más beneficiosa, motivo por el cual acude al presente trámite con el fin de que sean amparados sus derechos fundamentales a la seguridad social, mínimo vital y vida digna y como consecuencia, se ordene a Colpensiones, de manera transitoria, reconocer a su favor la pensión de sobrevivientes.

TRÁMITE IMPARTIDO

La acción correspondió por reparto al Juzgado Quinto Laboral del Circuito, el cual, luego de admitirla corrió traslado a Colpensiones por dos días, para que ejercieran su derecho de defensa.

Colpensiones integró la litis haciendo notar el carácter de subsidiario de la acción de tutela para precisar que la tutelante debe acudir a los mecanismos ordinarios de protección, al paso que indica que ha resulto todas y cada una de las peticiones elevada por ésta.

Llegado el día del fallo, la funcionaria de primer grado negó la protección constitucional solicitada, toda vez que no advirtió vulnerado derecho fundamental alguno por parte de Colpensiones, dado que todas las peticiones elevadas por la señora Posada Echeverry fueron atendidas debidamente resueltas, precisando además que no advertía una situación de emergencia que obligara la intervención del juez de tutela, concluyendo que la tutelante se encontraba en condiciones de acudir a la justicia ordinaria establecida obtener el reconocimiento de la prestación reclamada. 

Inconforme con la decisión la parte actora la impugnó trayendo a colación iguales argumentos a los expuestos en la acción, haciendo notar la falta de idoneidad de la acción ordinaria prevista para lograr el reconocimiento de la pensión de vejez de la tutelante, dado que no es un mecanismo expedito y que muy posiblemente no logre conocer el fallo debido a su avanzada edad.
CONSIDERACIONES DE LA SALA

El asunto bajo análisis plantea a la Sala el siguiente problema jurídico:

¿Procede la acción de tutela para solicitar el pago de una prestación derivada de la seguridad social?

Antes de abordar el interrogante formulado, cabe recordar que el artículo 86 de la Constitución Nacional consagró la acción de tutela para proteger los derechos fundamentales de las personas cuando resulten amenazados o vulnerados por acción u omisión de cualquier autoridad pública, o de los particulares en ciertos casos.

1. DE LA PROCEDENCIA DE LA ACCIÓN DE TUTELA PARA RECLAMAR PRESTACIONES DE LA SEGURIDAD SOCIAL.

De acuerdo con la copiosa jurisprudencia del máximo órgano de cierre en materia constitucional
, la acción de tutela no es el medio idóneo para el reconocimiento y pago de prestaciones de la Seguridad Social, pues  al versar sobre derechos de orden legal, se deben debatir ante la jurisdicción laboral o la contenciosa administrativa.

Según el inciso 3° del artículo 86 de la Constitución Nacional, la acción de tutela “solo procederá cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable”.

La acción de tutela es pues subsidiaria, no alternativa o supletoria de los recursos ordinarios, pues procede cuando la persona no cuenta con otros medios de defensa judicial, cuando estos resultan ineficaces, o en aquellos eventos en que se pretenda evitar un perjuicio irremediable, como mecanismo transitorio, mientras la justicia decide.
2. CASO CONCRETO

En el presente asunto, pretende la actora que a través de éste mecanismo excepcional se le reconozca y pague transitoriamente la pensión de sobrevivientes en virtud a la aplicación de la condición más beneficiosa, toda vez que su cónyuge acreditó al sistema un total de 618 semanas antes del 31 de diciembre de 1981.

El tema así presentado, da lugar a una controversia que no es propia del escenario constitucional, pues amerita un debate jurídico que debe dirigir el juez natural –laboral-,  con fundamento en los elementos de juicio que permitan aclarar la verdadera situación del derecho reclamado, pues mientras la parte actora solicita la aplicación de principios constitucionales como el de favorabilidad y el de la condición más beneficiosa en orden a que se reconozca a su favor la gracia pensional, en consideración al hecho de que para el momento en que entró en vigencia Ley 100 de 1993, acreditaba un total de 618 semanas cotizadas al sistema, la llamada a juicio en el acto administrativo que niega la prestación, aduce que ésta es incompatible con el pago de la indemnización sustitutiva de la pensión de vejez que en vida recibió el señor Ariel Bernal Giraldo, al paso que insiste en la acreditación de los requisitos establecidos en la norma vigente al momento del deceso del causante. 

En el anterior orden de ideas, no percibe la Sala la vulneración pregonada por la actora, pues a pesar de que no existe discusión en relación con su condición de sujeto de especial protección, por su avanzada edad -78 años-, es un hecho cierto que la entidad accionada negó la pensión pretendida, al percibir i) que no se acreditaron los requisitos previstos en la Ley 797 de 2003 y ii) que el causante ya había recibido la indemnización sustitutiva de la pensión de vejez, actuación que a la luz de la legislación establecida en materia de seguridad social, de no compartirse, hace necesario el trámite del proceso ordinario laboral.

En síntesis debe la actora acudir al juez natural, para que luego de un amplio debate probatorio, en el que se garantice el ejercicio de los derechos procesales que le asisten a las partes, se determine la procedencia o no de la prestación que reclama. 

Así las cosas, no advierte la Sala vulnerados los derechos reclamados por la señora ANA LIA POSADA ECHEVERRY, a pesar de hacer parte de un grupo de especial protección constitucional, por lo que procede la confirmación de la sentencia que por vía de apelación se ha conocido.

En virtud de lo anterior, la Sala de Decisión del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre del Pueblo y por mandato de la Constitución, 

RESUELVE:

PRIMERO: CONFIRMAR la decisión proferida por el Juzgado Quinto Laboral del Circuito el 22 de agosto de 2016.
SEGUNDO: NOTIFICAR a las partes por el medio más expedito.


TERCERO: ENVÍESE, lo más pronto posible, a la Corte Constitucional, para su eventual revisión.

Notifíquese y Cúmplase.

Los Magistrados,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES              OLGA LUCÍA HOYOS SEPÚLVEDA
ALONSO GAVIRIA OCAMPO
Secretario
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